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Con todo respeto de los compañeros de la Sala, me permito disentir de la decisión que por mayoría se aprobó, al confirmar la sentencia impugnada,  proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 16 de julio pasado.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“(...) la Sala considera pertinente señalar que el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional… 

“Este avance jurisprudencial ha llevado a la Corte a reemplazar ‘(…) el uso conceptual de la expresión vía de hecho por la de causales genéricas de procedibilidad.’ Así, la regla jurisprudencial se redefine en los siguientes términos,

“Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico;  (iii) error inducido;  (iv) decisión sin motivación,  (v) desconocimiento del precedente y  (vi) violación directa de la Constitución”

La procedencia del amparo frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguno de los eventos citados. Únicamente frente a circunstancias de esa naturaleza puede el juez de tutela modificar una decisión judicial con el fin de  garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra la demandante lesionados sus derechos fundamentales en la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, en el proceso de restitución de inmueble arrendado que propuso contra las señoras Martha Nelly y Dora Yaneth López Vega, fundamentalmente porque aunque declara no probadas las excepciones propuestas por la demandada y decide de fondo el asunto, no ordena la entrega del inmueble y en tal forma aunque triunfa en el pleito, no tiene forma de cobrar los cánones de arrendamiento y pierde la posesión del bien. Adujo además que al juzgado no le debe interesar en manos de quién está el inmueble, su obligación es restituirlo a quien lo arrendó válidamente, sin que pueda darle crédito a otro contrato celebrado con posterioridad y con persona distinta al inicial arrendador. 
Como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la  facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión.

Esa Corporación, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“5.8.3. Defecto fáctico, se origina cuando el supuesto legal del cual se deriva la decisión arbitral no tiene sustento en el material probatorio allegado al proceso; o de manera arbitraria se niega la práctica de las pruebas necesarias para llegar a una decisión en derecho. 

“Sobre el particular, en la Sentencia T-972 de 2007, este tribunal consideró:

“En cuanto al defecto fáctico ha sostenido esta corporación que tiene lugar ‘cuando resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado...’
. Y ha aseverado de igual manera, que la acción de tutela únicamente procede cuando se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia. Así, ha indicado que ‘el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia...’
. 

“La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se presentan defectos fácticos: Una dimensión negativa que ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa
 u omite su valoración
 y sin razón valedera da por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente
. Esta dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el juez
. Y una dimensión positiva, que se presenta generalmente cuando el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas (C.P., art. 29) o cuando da por establecidas circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la Constitución
…”

Se produce entonces defecto fáctico por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, y por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera  errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

De acuerdo con el principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

En el asunto bajo estudio, el funcionario que conoció del proceso de restitución de inmueble arrendado consideró acreditado el contrato de arrendamiento que celebraron Paula Andrea Lofssner Moreno como arrendadora y las señoras Martha Nelly y Dora Janeth López Vega como arrendatarias del inmueble ubicado en la calle 11 E No. 12-13, piso 2 de Pereira; negó eficacia al contrato de la misma naturaleza y que sobre el mismo inmueble suscribieron las últimas con el señor Jaime Loffsner Muñoz como arrendador; declaró no probadas las excepciones propuestas y concluyó que el contrato fue incumplido por las inquilinas y por lo tanto se impone su terminación.

Y a pesar de todo ello, estima que el mismo terminó el 25 de septiembre de 2009, “día en que se tiene prueba en el proceso que las demandadas hicieron entrega de la vivienda (f. 61) y a partir de la cual, por lo tanto, dieron lugar a la extinción de uno de los elementos esenciales del contrato de arrendamiento, como es el goce del bien destinado a vivienda urbana… Por el mismo motivo resulta superfluo disponer la restitución y entrega del inmueble…. Pues ante la evidencia de que ya no lo tienen las demandadas no hay a quien imponerle esa obligación, pues obviamente no podría hacerse efectiva tal condena frente a terceros que en virtud de una relación contractual distinta tengan ahora en su poder el predio…., pues si a tal situación se llegó es notorio que no fue por circunstancias relacionadas con el contrato que ahora se da por terminado, sino por las que se desprenden del problema que paralelamente la enfrenta al señor Loffsner Muñoz, y en tal caso, es obvio que la vía para recuperar esa posesión o esa tenencia no sería el presente proceso de restitución de inmueble arrendado sino el otro que simultáneamente tramitan o el que con independencia de estos decidan instaurar con esa concreta y precisa finalidad.”

En tal forma, considero que el juez demandado incurrió en vía de hecho por defecto fáctico, al otorgar mérito demostrativo a un documento, el que obra a folio 61 del cuaderno principal, que se denominó acta de entrega y que en copia se incorporó a esta acción
, que da cuenta de la entrega que hicieron las arrendatarias, del inmueble arrendado, al señor Jaime Loffsner Muñoz, el 25 de septiembre de 2009.
Sin embargo, tal acta no se ordenó tener como prueba en el proceso. Se incorporó para sustentar la petición de las demandadas de darlo por terminado, la que el juzgado negó por auto del 11 de diciembre de 2009
, de donde puede inferirse que el demandado se abstuvo de ordenar la restitución del inmueble arrendado con fundamento en documento que no podía valorar.
En el acta referida se hace constar la entrega que las demandadas hicieron del inmueble al señor Jaime Loffsner Muñoz y a pesar de que el funcionario accionado, en la sentencia proferida, expresó que no se reconocían efectos al contrato de arrendamiento suscrito entre esas personas, sustenta en ese documento su decisión de negar la restitución con el argumento de que el contrato que las demandadas habían celebrado con la señora Paula Andrea Loffsner, persona ajena a esa entrega, ya se había terminado.

Aduce el titular del juzgado que ante ese hecho, ya no hay a quien imponerle la obligación de realizar la entrega, que no procede frente a terceros que tienen en su poder el predio.  En tal forma desconoce el artículo 338 del Código de Procedimiento Civil, que regula lo relativo a la oposición a la entrega, aplicable a los procesos de restitución de inmueble arrendado por mandato expreso del numeral 2°, parágrafo 5°, del artículo 424 de la misma obra.

Así, permitió que la demandante resultara despojada de su carácter de arrendadora del inmueble, al patrocinar la conducta de las demandadas que antes de restituir el inmueble a quien se los alquiló,  lo hicieran a un tercero, respecto de quien el juez desconoció la calidad de arrendador.
Y concluyó que la demandante, para recuperar su posesión o tenencia, debe acudir al proceso que simultáneamente se tramita entre ella y el señor Loffsner Muñoz, de cuya existencia no hay prueba en el plenario.
Por esas razones, considero que el juez demandado  incurrió en vía de hecho por defecto fáctico y en tal forma se lesionó el derecho al debido proceso de que es titular la demandante.  En consecuencia, ha debido otorgarse la protección constitucional reclamada para que se dicte nueva sentencia, con sustento en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso y teniendo en cuenta que al no reconocer la calidad de arrendador al señor Jaime  Loffsner Muñoz, tampoco podía tener por válida la entrega que a él hicieron las arrendatarias del inmueble objeto de restitución.

Pereira, Agosto 31 de 2010

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  


�Sentencia T-453 de 2005


�Ver Sentencia T-567 de 1998.


�Ibidem


�Ibidem


�Cfr. sentencia T-239 de 1996. Para la Corte es claro que, “cuando un juez omite apreciar y evaluar pruebas que inciden de manera determinante en su decisión y profiere resolución judicial sin tenerlas en cuenta, incurre en vía de hecho y, por tanto, contra la providencia dictada procede la acción de tutela. La vía de hecho consiste en ese caso en la ruptura deliberada del equilibrio procesal, haciendo que, contra lo dispuesto en la Constitución y en los pertinentes ordenamientos legales, una de las partes quede en absoluta indefensión frente a las determinaciones que haya de adoptar el juez, en cuanto, aun existiendo pruebas a su favor que bien podrían resultar esenciales para su causa, son excluidas de antemano y la decisión judicial las ignora, fortaleciendo injustificadamente la posición contraria”.


�Ver Sentencia T-576 de 1993.


�Ver, por ejemplo, la ya citada sentencia T-442 de 1994.


�Ver Sentencia T-538 de 1994.


�Sentencia T-58 de 2009, MP. Jaime Araújo Renteria


� Folio 10, cuaderno No. 3


� Folio 11, cuaderno No. 3
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